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El presente trabajo desarrolla tres argumentos para explicar los actuales niveles de violencia que vivimos en 
México: 1) la existencia de formas de violencia que han existido de tiempo atrás, sin vínculos con las actividades 
de grupos de delincuencia organizada, toleradas e incluso ignoradas, cuyos efectos, sumados a otros factores co-
yunturales, han contribuido al actual escalamiento de la violencia; 2) el debilitamiento y la descomposición de las 
instituciones de seguridad y procuración de justicia; 3) la insuficiencia de las políticas sociales y económicas para 
reducir las desigualdades y promover la inclusión de amplios sectores, así como una mayor y mejor articulación 
e integración de estas políticas en torno a fines comunes con las políticas de seguridad.
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Violence of Today, Violence of All Time
This article develops three arguments to explain the high levels of violence we experience today in Mexico: 1) the 
prevalence of types of violence that have existed from long time ago, not related with organized crime groups, but 
tolerated and even ignored, in combination with other factors, they have fueled the current levels of violence;  
2) the weakness and decomposition of the police and justice institutions, and 3) the inadequacy of social and 
economic policies to reduce inequality and to promote the inclusion of large sectors of population, and a larger 
and better integration of those policies with the security ones to define their common goals.

Keywords: violence, homicide, delinquency, security policies, inequality, injustice
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Toda condena de la violencia es estéril si no va 
acompañada de la búsqueda de medios alternativos. 

Para ser realmente una alternativa, la no violencia 
debería ser un procedimiento, una teoría y una práctica que 

cumpla con la misma función que la violencia  
organizada y que tenga la misma eficacia que los 

procedimientos que emplea la violencia para alcanzar 
una meta considerada valiosa: el poder, el bienestar, la 

paz, la libertad o la justicia.

Norberto Bobbio (2000: 197-198).

Introducción

Durante los últimos años diversos especia-
listas han ofrecido un conjunto de res-
puestas a la pregunta: ¿Cómo podemos 

explicar que la violencia hubiera escalado de mane-
ra tan abrupta entre 2007 y 2011 en nuestro país? 
Para Eduardo Guerrero, la política indiscriminada 
de arrestos y abatimiento de capos contribuyó a in-
crementar la violencia hasta que ésta adquirió el ca-
rácter de epidemia, lo que la hizo más difícil de 
controlar. Guerrero también considera que los mer-
cados ilegales oligopólicos tienden a registrar nive-
les más altos de violencia. Para Alejandro Hope fue 
el aumento en el precio de la cocaína, la disponibili-
dad de armas y la deportación masiva de exconvic-
tos desde Estados Unidos lo que exacerbó la 
violencia. Por su parte, Fernando Escalante estima 
que el escalamiento de la violencia se encuentra aso-
ciado a los operativos federales, concretamente a la 
utilización del Ejército en labores de policía que no le 
corresponden. También se refiere al rompimiento 
de vínculos sociales comunitarios y a formas de 
control tradicional que dejaron de operar, así como 
al cierre o mayor control de las fronteras.

Ana Laura Magaloni atribuye esta intensificación 
de la violencia a que las políticas de seguridad han 
privilegiado el uso de la fuerza, por encima del de la 
ley. Señala que policías y militares cometen abusos 
por la falta de contrapesos provenientes de un sistema 

de justicia colapsado y al que se decidió deliberada-
mente no fortalecer. Joaquín Villalobos relaciona la 
multiplicación de la violencia con el mercado de 
drogas, la evolución de los grupos delincuenciales, 
la debilidad de las instituciones y el cambio cualita-
tivo hacia formas más brutales de expresión de la 
violencia. Menciona la existencia de maquinarias 
paralelas al Estado que le disputan el poder coerciti-
vo y una cultura que “por naturaleza” es más violen-
ta. Guillermo Valdés considera que se debe a un 
proceso de acumulación de la densidad criminal, a 
un incremento en el número de personas armadas y 
a la fragmentación de organizaciones criminales. En 
opinión de Natalia Mendoza, la intervención del 
Estado forzó a los grupos criminales a profesionali-
zarse y a hacerse más violentos, aunque puntualiza 
que otro factor que influyó en el escalamiento de  
la violencia fue el hecho de que se emprendiera una 
lucha contra estos grupos “por lo que son” más que 
“por lo que han hecho”. Destaca que las políticas fue-
ron dirigidas a exacerbar la rivalidad entre las orga-
nizaciones criminales, en lugar de que el Estado 
promoviera el acceso a la justicia y la solución de los 
conflictos dentro de la ley.1

Si bien comparto algunos de los argumentos que 
los especialistas en temas de seguridad citados han 
mencionado, en este trabajo me propongo ampliar 
la mirada hacia otros elementos no previstos en di-
chos comentarios y que, desde el punto de vista de 
las ciencias sociales, también pueden ayudarnos a 
comprender las raíces de los niveles de violencia 
actuales. Por otra parte, también me propongo  
incorporar la mirada de las ciencias sociales sobre 
algunos de los argumentos que ya se han propuesto 
para explicar los actuales niveles de violencia. De 
este modo, el presente trabajo desarrolla tres argu-
mentos para explicar los actuales niveles de violencia 

1 Estos especialistas participaron en el debate conducido por 
Denise Maerker el 17 de septiembre de 2011 en Nexos, publicado 
bajo el título “Nuestra guerra: una conversación”, en noviembre 
de 2011, en línea: <http://www.nexos.com.mx/?P=leerarticulov2
print&Article=2102417>.
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en nuestro país: a) la existencia de formas de violencia 
que han existido de tiempo atrás, que no se relacio-
nan con las actividades de grupos de delincuencia 
organizada y que han sido toleradas e incluso igno-
radas y cuyos efectos acumulados a lo largo del tiem-
po, sumados a otros factores coyunturales, han 
contribuido al actual escalamiento de la violencia; 
b) el debilitamiento y la descomposición —que tam-
poco han recibido una respuesta apropiada— de las 
instituciones de seguridad y procuración de justicia. 
Aunado a ello, las inapropiadas políticas de seguri-
dad emprendidas con metas poco claras y llevadas a 
cabo de manera descoordinada por instituciones 
poco competentes y poco confiables, con escasa 
capacidad para investigar delitos y procesar a los 
responsables, han traído como consecuencia mayor 
impunidad, lo que a su vez ha propiciado un incre-
mento de la criminalidad en general y de la violen-
cia en particular, y c) insuficientes políticas sociales 
y económicas que reduzcan las desigualdades y pro-
muevan la inclusión de amplios sectores que cada 
día ven reducidas sus expectativas de desarrollo, así 
como una mayor y mejor articulación e integración 
de estas políticas en torno a fines comunes con las 
políticas de seguridad.

Las violencias de siempre

Cuando los hombres sufren injustamente,  
es el sino  de aquellos que son testigos  

de su sufrimiento avergonzarse de ello.

John Maxwell Coetzee (2006: 201-202).

En una de las compilaciones quizá más completas 
que se hayan elaborado sobre las reflexiones que han 
suscitado las manifestaciones de la violencia en di-
versos contextos históricos y sociopolíticos, los edito-
res Nancy Scheper-Hughes y Philippe Bourgois 
comienzan diciendo que la violencia es un concepto 
escurridizo, puesto que en sí misma desafía una 

categorización fácil. Puede ser “todo o nada, legítima 
o ilegítima, visible o invisible, necesaria o inútil, sin 
sentido o gratuita, pero también altamente racional y 
estratégica” (Scheper-Hughes y Bourgois, 2004: 1-2). 
No obstante, y al igual que la locura, la enfermedad, el 
sufrimiento o la muerte, la violencia es, ante todo, 
parte de la condición humana, aunque sólo adquiere 
su poder y significado dentro de cada contexto social 
y cultural específico que es el que la dota de un deter-
minado sentido.

Así, y a pesar de que nuestro país padeció inusita-
dos niveles de violencia durante el periodo 2007-
2011, la mayor parte de los esfuerzos de quienes 
cotidianamente nos informan de estos hechos se ha 
limitado de manera casi exclusiva a contar a los 
muertos o a documentar la forma en que han perdi-
do la vida. En cambio, muy pocos esfuerzos se han 
dedicado a intentar comprender las causas, a desci-
frar el sentido, a explorar los factores sociales espe-
cíficos que han permitido a la violencia escalar a sus 
actuales niveles más allá de los factores delincuencia-
les. Por ello, y con el fin de facilitar la comprensión 
del problema de la violencia que hoy afecta a nues-
tro país, intentaremos aportar algunos elementos 
que permitan situarla dentro de un contexto más 
amplio. Nos referiremos, en primer término, a la 
evolución histórica de las tasas de muerte por vio-
lencia en nuestro país, así como al lugar que ocupa 
México en relación con otros países por sus niveles 
de violencia. De igual forma, intentaremos brindar 
un breve panorama acerca de diferentes tipos de 
violencia que existen en nuestro país. 

Históricamente, México siempre ha tenido eleva-
das tasas de muerte por homicidio. Si bien la tenden-
cia principal durante el siglo xx fue la disminución 
sistemática de la tasa de homicidios por 100 000 ha-
bitantes (véase cuadro 1), al mismo tiempo el homi-
cidio no ha dejado de ocupar, desde entonces y hasta 
ahora, uno de los diez primeros lugares entre las cau-
sas de defunción en nuestro país. En efecto, las tasas 
por 100 000 habitantes fueron cayendo a lo largo del 
siglo xx de la siguiente manera: 
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La tendencia se sostuvo durante los primeros años 
de este siglo, ya que la tasa fue de 14.7 en 2000 y de 
11.1 en 2007 (cidac, 2009: 6). A partir de ese mo-
mento la tendencia descendente se detiene e inicia un 
ascenso inusitado que de nuevo ha llevado al país a 
una tasa de homicidios de 25 por 100 000 habitantes2 
para 2011. Al comparar las tasas de muerte por vio-
lencia que existían en México en la década de los 
noventa —y que hoy hemos superado— con las de 
otros países, no podemos dejar de advertir que la 
nuestra es tres veces más alta que la de Estados 
Unidos, diez veces mayor que el promedio para  
los países de la Unión Europea y casi 20 veces más 
elevada que la de Japón o Corea (ops, 2003; unodc, 
2010). En realidad, nuestra tasa de muertes por ho-
micidio es igual a la de la mayor parte de los países de 
Europa occidental hace más de tres siglos (Chesnais, 
1992). Dentro del contexto regional de América 
Latina, tomando en cuenta que la región se distingue 
por tener las tasas más elevadas de muerte por homi-
cidio en el mundo, México ocupa una posición inter-
media. Pueden distinguirse tres grupos de países: los 
que tienen tasas de homicidio por debajo de la media 
mundial de 8.8 —Chile, Uruguay y Argentina—, los 
que tienen una violencia media —México, Paraguay 
y Ecuador— y aquellos con tasas que triplican o 

sobrepasan la media mundial —Colombia, Salvador, 
Guatemala, Brasil, Venezuela—. Cabe observar que 
los países con mayor violencia no son los más po-
bres, sino los más desiguales, tema que también re-
tomaremos más adelante (Briceño-León, 2008).

Lo que proponemos es que las muertes que han 
tenido lugar durante los últimos años en el contexto 
de la lucha emprendida por el gobierno contra el 
crimen organizado han acaparado la atención e im-
pedido visualizar otras violencias. De igual modo, y 

a pesar del cúmulo de evidencias que existen en la 
literatura especializada, en nuestro país se ha presta-
do muy poca atención a la manera como ciertas ex-
presiones de la violencia, de manera significativa la 
violencia en la familia y en las instituciones, pueden 
estar vinculadas y propiciar otras formas de violen-
cia.3 Scheper-Hughes y Bourgois destacan que han 
llegado a la conclusión, como lo han hecho numero-
sos estudios, de que la familia es una de las institu-
ciones sociales más violentas. Sin embargo subrayan 
que a menudo los comportamientos violentos en las 
familias no son sino una respuesta a exclusiones 
sociopolíticas o económicas que hicieron parecer al 
comportamiento violento como el único posible 
dentro de las circunstancias (Scheper-Hughes y 
Bourgois, 2004: 3). Con el propósito de tener presen-
tes esas otras formas de violencia, de las que se habla 
poco, mencionaremos algunas y proporcionaremos 
datos que nos den idea de su magnitud, a pesar de 
que permanecen invisibles porque las hemos “natu-
ralizado”, nos hemos acostumbrado a que formen 
parte de nuestra vida cotidiana.

El Informe Nacional sobre la Violencia y la Salud 
(Lozano et al., 2006) ofrece datos sobre los siguientes 
tipos de violencia: la que tiene por víctimas a niños y 
niñas, a jóvenes, a mujeres, a adultos mayores, la vio-
lencia sexual, el suicidio como forma de violencia 
autoinfligida, la que padecen los migrantes, la que 
ocurre en contextos institucionales como cárceles o 
psiquiátricos, la que resulta de la comisión de otros 

Cuadro 1. Tasas de muerte 
por homicidio en México, 1930-1990

Año Tasa por 100 000 habitantes
1930 77.4
1940 67.4
1950 48.0
1960 31.9
1970 17.5
1980 17.5
1990 18.7

Fuente: Kumate, Sepúlveda y Gutiérrez, 1993, Información en salud: 
la salud en cifras, Secretaría de Salud, México.

2 Datos del Consejo Nacional para la Seguridad Pública y la 
Justicia Penal (Reforma, 16 de enero de 2012).

3 Véase la gran cantidad de referencias bibliográficas sobre este tema 
en el Informe Mundial sobre la Violencia y la Salud (ops, 2003).
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delitos y la que se produce en disputas por recursos 
naturales. Asimismo, existen otros estudios que han 
documentado la violencia en el noviazgo, en las es-
cuelas, en el ámbito laboral, por motivos de prefe-
rencia sexual, los feminicidios y la que se genera por 
conflictos de origen étnico, político o religioso (véan-
se, entre otros, Arteaga y Valdés, 2010; Azaola, 2009).

Es importante destacar que, si bien los homici-
dios constituyen la expresión última de la violencia, 
sin duda la más severa e irreparable, representan 
apenas una proporción muy pequeña con respecto a 
otras manifestaciones de la misma. Esas otras formas 
de violencia también dejan huellas y ocasionan da-
ños que pueden ser muy profundos y que alteran el 
curso de la vida de individuos, limitan o bloquean 
sus posibilidades de desarrollo, al mismo tiempo 
que afectan y tienen un impacto en la vida de la co-
lectividad. Este impacto puede medirse, desde en 
términos económicos, hasta en daños físicos y emo-
cionales, como lo han hecho diversos estudios en 
distintos países.

Por ejemplo, el estudio de Scheper-Hughes destaca 
que la violencia estructural, es decir la de la pobreza, 
el hambre, la exclusión social y la humillación, inevi-
tablemente se traduce en violencia doméstica e íntima 
(Scheper-Hughes, 2004: 1). También señala que la 
violencia no puede ser nunca entendida únicamente 
en términos físicos, según el uso de la fuerza, el asal-
to o el dolor que inflige. La violencia incluye siempre 
el asalto a la personalidad, a la dignidad y al sentido 
de valor de sí misma que tiene la víctima. Citaremos 
sólo algunos datos que ilustran la magnitud de algu-
nos tipos de violencia. Un estudio realizado por la 
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de  
la Cámara de Diputados arrojó que entre 2007 y 
2010 han perdido la vida en hechos de violencia 
1 600 menores de edad, mientras que aproximada-
mente 40 000 han quedado huérfanos como resul-
tado del enfrentamiento contra el crimen organizado 
(Excélsior, 1 de enero de 2011). Por su parte, el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) 
reporta la muerte por homicidio —no necesariamen-
te vinculado con el combate al crimen organizado— 
de un total de 3 709 menores de edad durante el 
periodo 2006-2008. Asimismo, los datos del Sistema 
de Salud indican que durante el periodo de 1979  
a 2004 dos menores de 14 años murieron cada día 
como consecuencia de la violencia familiar (Lozano 
et al., 2006).

Si miramos hacia la violencia autoinfligida, los da-
tos de inegi revelan que en 2007 ocurrieron en 
México más de 4 500 suicidios. Casi 200 fueron co-
metidos por menores de 15 años, casi 1 400 por jóve-
nes de entre 15 y 24 años y cerca de 1 100 por jóvenes 
de entre 25 y 34 años. Son los jóvenes pobres, des-
empleados, sin oportunidades de inclusión escolar y 
sin expectativas de empleo quienes en mayor medi-
da recurrieron al suicidio, aunque se calcula que por 
cada suicidio que se consuma hay ocho intentos fa-
llidos (La Crónica de Hoy, 30 de agosto de 2009). En 
lo que se refiere a la violencia contra las mujeres, de 
acuerdo con el reporte “Feminicidio en México: 
aproximación, tendencias y cambios”, presentado en 
el Congreso de la Unión en noviembre de 2011:

Cuadro 2. Tasas de muerte por homicidio por 
100 000 habitantes, Continente Americano, 2010

Canadá 1.8
Chile 3.7
Argentina 5.5
Uruguay 6.0
Costa Rica 11.3
Paraguay 11.5
Ecuador 18.0
Estados Unidos 5.0
Perú 5.2
Brasil 23
Méxicoa 18
Colombia 33.4
Venezuela 49
El Salvador 66
a Tasa correspondiente a 2009.

Fuente: United Nations Office on Drugs and Crime (undac), 2010, 
Homicide Statistics-Latest Available Year, United Nations Office on 
Drugs and Crime, en línea: <www.unodc.org>.
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después de que en 2007 la tasa de defunciones feme-
ninas con presunción de homicidio se había reducido 
a la mitad respecto a los valores de 1985, en los dos 
últimos años (2007-2009) hubo un repunte de 68%, 
es decir que durante este periodo se perdió el avance 
observado durante los 23 años anteriores. En efecto, 
mientras que en 2007 hubo 1 085, en 2009 hubo 1 858 
defunciones de mujeres con presunción de homici-
dio (Reforma, 23 de noviembre de 2011).

Un estudio realizado en 2009 a una muestra repre-
sentativa de 23 000 niños y niñas de escuelas públi-
cas de educación básica a nivel nacional arrojó que 
65% de los alumnos dijeron haber recibido al menos 
una agresión física en su escuela durante los dos úl-
timos años y la mayoría reportó uno o más inciden-
tes de violencia psicológica. A la pregunta: “¿Qué 
cambiarías en tu escuela?”, 6% de los niños y niñas 

respondieron de manera espontánea “que no hubiera 
tanta violencia” y 18% de las niñas reportaron haber 
sufrido intentos de abuso sexual por parte de sus 
compañeros (Azaola, 2009).

Lo que hemos intentado mostrar en este primer 
argumento sobre el origen de la violencia en nuestro 
país es que —tal como lo muestran con claridad 
Scheper-Hughes y Bourgois— hay una violencia 
que se considera “normal”, de todos los días, que  
a menudo es pasada por alto, mientras que hay otra 
violencia a la que se considera “extraordinaria, pato-
lógica, excesiva o gratuita”. Lo importante, sin em-
bargo, es que lejos de existir una ruptura entre 
ambos tipos de violencia, lo que existe es más bien 
una continuidad entre lo que los autores denomi-
nan “la violencia política y la criminal” o, si se quie-
re, entre “las patologías del poder, individuales y 

Policías se resguardan durante un enfrentamiento contra un grupo de gatilleros en la colonia Las Vegas, Culiacán, Sinaloa, 2008.
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colectivas” (Scheper-Hughes y Bourgois, 2004: 5). 
Esto también significa que si queremos encontrar 
las claves de la violencia que hoy padece nuestro 
país, no podemos seguir ignorando los vínculos de 
esas violencias que hemos experimentado de tiem-
po atrás, que hemos pasado por alto y normalizado, 
puesto que es muy posible que sin esas formas de 
violencia no se habrían producido las que hoy aca-
paran nuestra atención, no habrían encontrado un 
terreno fértil para reproducirse o no habrían escala-
do a los niveles que hoy observamos. En síntesis, 
éste es nuestro primer argumento. Lo que pretende-
mos mostrar en nuestro segundo argumento es que 
también existe continuidad entre las violencias de 
todos los días y la violencia ocasionada tanto por la 
criminalidad como por las políticas del Estado que 
intentan reducirla. Veremos algunos datos que nos 
permitirán sostener este argumento.

La violencia del crimen y la de las 
políticas que intentan contenerlo

Por cada persona que caiga en esta guerra, por cada 
 persona que muera mientras yo mismo siga vivo, 

 deberá encenderse en mí un pensamiento. De no ser  
así, ¿qué otras velas tendría? No los conozco, pero 

 son más que parientes para mí.

Elias Canetti (2010: 19).

El segundo argumento que intentamos construir 
sostiene que la violencia es el resultado tanto del 
incremento de la criminalidad como de las políticas 
que lejos de contenerla han contribuido a exacer-
barla. El gobierno ha sostenido que era preciso em-
plear toda la fuerza, incluida la del Ejército, para 
enfrentar al crimen organizado y contener a los gru-
pos delictivos y sostuvo, también, que sus políticas 
estaban encaminadas a reducir el tráfico y el consu-
mo de drogas, a recuperar los espacios públicos y a 
fortalecer las instituciones del Estado y devolver la 

confianza de los ciudadanos en ellas. Veremos cuáles 
han sido los resultados de estas acciones cinco años 
después de que iniciara su ejecución (Presidencia de 
la República, 2007; ssp, 2007).

Según el estudio “Barómetro de conflictos 2010” 
de la Universidad de Heidelberg, Alemania, la vio-
lencia en México se compara con la de Iraq, Somalia 
o Sudán, donde “la fuerza bruta se utiliza constante-
mente, de una forma organizada y sistemática” 
(Reforma, 12 de enero de 2011). En 2009, Ciudad 
Juárez y Nogales fueron consideradas “las ciudades 
más violentas del mundo” por tener tasas de muerte 
por violencia de 201 y 255 por 100 000 habitantes, 
respectivamente, mientras que siete ciudades fronte-
rizas registraron una tasa promedio de 75 homicidios 
por cada 100 000 habitantes (Reforma, 10 de enero 
de 2010). La Procuraduría General de la República 
(pgr), en su “base de datos de fallecimientos por 
presunta rivalidad delincuencial” —rótulo que reve-
la la intención de responsabilizar de la violencia sólo 
a los grupos delictivos, dejando fuera la interven-
ción de las instituciones del Estado— proporcionó 
los siguientes datos:

Cuadro 3. Fallecimientos por presunta 
rivalidad delincuencial, 2006-2011

2006 62
2007 2 826
2008 6 838
2009 9 614
2010 15 273
2011 (enero-sept.) 12 903

Fuente: Procuraduría General de la República (pgr), 2011, “Fallecimientos 
por presunta rivalidad delincuencial, 2006-2011”, Procuraduría General 
de la República, en línea: <www.pgr.gob.mx>.

Con los datos anteriores, más la estimación de la mis-
ma Procuraduría de que el incremento entre 2010 y 
2011 habría sido de 11%, es posible señalar que  
el número total de muertes en 2011 fue de aproxima-
damente 17 000, lo que daría un total de casi 52 000 
muertes de diciembre de 2006 a diciembre de 2011. 
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Se trata de un incremento abrumador de 600% si se 
comparan sólo los resultados del primero con el 
quinto año de gobierno. Es un incremento atípico 
para cualquier delito, pero por encima de todo se 
trata, posiblemente,4 de la mayor pérdida de vidas 
humanas que históricamente haya tenido lugar en el 
contexto de una política dirigida por el Estado con-
tra el crimen organizado —etiqueta que se utilizaba 
para informar sobre estas muertes antes de que se 
resolviera rotularlas como el resultado sólo de la 
“rivalidad delincuencial”—.5

La violencia ha afectado principalmente a los jó-
venes. De acuerdo con datos del inegi, el homicidio 
es la primera causa de muerte entre los jóvenes. 
Entre 2007 y 2009, el homicidio de adolescentes de 
15 a 19 años creció 124%, el de los jóvenes entre 20 
y 24 años en 156% y el de los jóvenes entre 25 y 29 
años en 152%. Con ello se revirtió la tendencia de-
creciente que la muerte por homicidio entre los jó-
venes había observado durante el periodo 2000-2007 
(Presidencia de la República, 2011: 101). El suicidio, 
por su parte, ocupó el tercer lugar entre las causas 
de muerte entre los jóvenes, pasando de una tasa de 
5.8 por cada 100 000 jóvenes en 2000 a una de 9.4 en 
2010 (El Universal, 12 de septiembre de 2011). 
Existen otros resultados igualmente dolorosos y 
preocupantes. Es el caso de las personas “desapare-
cidas”. Hasta noviembre de 2011, la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos (cndh) señaló que 
le habían sido reportadas como “desaparecidas” 
16 782 personas, algunas de ellas clasificadas como 
“extraviadas” y otras como “fallecidas no identifica-
das” (La Crónica de Hoy, 29 de noviembre de 2011). 
En el caso de los migrantes “secuestrados”, sólo en 
2010 se estimaron en 20 000, es decir, un promedio 

de 55 al día, de acuerdo con el presidente de la cndh 
(Reforma, 7 de enero de 2011).

La Auditoría Superior de la Federación (asf) ha 
hecho severos cuestionamientos en relación con los 
recursos invertidos en seguridad y los resultados al-
canzados. Según sus informes, es posible constatar 
que durante la administración de Felipe Calderón el 
gasto público en seguridad se ha incrementado, has-
ta 2010, siete veces en comparación con el sexenio 
anterior: “Sin embargo, no existen resultados evi-
dentes del impacto real que han tenido estos recur-
sos en materia de seguridad y justicia penal” (México 
Evalúa, 2011: 4). Aun más, el gasto de 197 000 millo-
nes de pesos en seguridad pública para 2010 repre-
sentó prácticamente la misma cantidad —93%— que 
el gasto dirigido a educación pública y superó el 
monto asignado a los ramos de salud y desarrollo 
social. De igual modo, y a pesar de que la Secretaría 
de Seguridad Pública (ssp) obtuvo un incremen-
to de 71% en promedio anual en su presupuesto 
durante el periodo 2006-2009, los delitos más sensi-
bles para la sociedad no disminuyeron durante el 
mismo periodo: el secuestro registró un incremento 
de 83%, seguido por los homicidios dolosos 
—34%— y el robo con violencia —31%— (México 
Evalúa, 2011: 18). El informe de la asf de 2009 tam-
bién señala que, no obstante que la Policía Federal 
multiplicó por cuatro el número de elementos que 
tenía en 2001, los logros de 14 operativos efectuados 
en entidades con mayor presencia del crimen orga-
nizado fueron poco significativos y ello también a 
pesar de que el total de policías municipales, estata-
les y federales en el país fue de 514 638, es decir, 
5.2% superior al número de policías con que se 
contaba en 2008.

Llama la atención la cantidad de recursos y el des-
pliegue de fuerzas empleados para detener a un eleva-
do número de personas que no llegan a ser procesadas 
ni sentenciadas. Por ejemplo, mientras que el Cuarto 
Informe de Gobierno da testimonio de que durante el 
periodo de enero de 2007 a junio de 2010 se detu-
vieron a 113 000 personas presuntamente vincula-
das con el narcotráfico, al mismo tiempo destaca 

4 No conocemos casos semejantes en cuanto a pérdida de vidas 
humanas por el mismo motivo. Recordemos que la violencia que 
tuvo lugar en Colombia obedeció a distintos órdenes de conflic-
tos: guerrilla, rivalidad entre grupos políticos, narcotráfico, para-
militarismo, etcétera.
5 En enero de 2011, incluso la página electrónica de la Presidencia 
(<www.presidencia.gob.mx/voceria-seguridad/>) las llamaba “muer- 
tes originadas en el combate al crimen organizado”.
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que durante el mismo periodo los juzgados federales 
sólo dictaron 735 sentencias de última instancia por 
delitos relacionados con la delincuencia organizada. 
Asimismo, un informe de la pgr indica que de di-
ciembre de 2006 a junio de 2011 fueron capturados 
un total de 3 226 presuntos responsables por el delito 
de delincuencia organizada, de los que sólo fueron 
presentados 1 186, es decir, 37% (Reforma, 7 de no-
viembre de 2011). Por su parte, la ssp informó que 
sólo 3% de las personas detenidas por la Policía 
Federal durante la actual administración están vin-
culadas con grupos del crimen organizado que ope-
ran en el país, ya que el resto son “infractores aislados” 
(La Crónica de Hoy, 16 de enero de 2012).

También el reciente informe de Human Rights 
Watch (hrw) destaca de manera contundente que a 
pesar de que durante la presente administración 
han ocurrido más de 45 000 muertes en el contexto 
de la guerra contra el narcotráfico, la pgr sólo ha 
iniciado 997 averiguaciones previas por este tipo de 
homicidios, ha consignado a 343 personas y ha ob-
tenido únicamente 22 condenas en contra de los 
responsables (hrw, 2011). Los datos anteriores, en-
tre muchos otros, constatan los graves niveles que 
han alcanzado la impunidad y la falta de competen-
cia para investigar y perseguir los delitos por parte 
de las instituciones de seguridad y procuración de 
justicia del país. Esto explica que la violencia siga 
escalando, pues pone de manifiesto la incapacidad 
del Estado para ejercer de manera legal y legítima el 
monopolio del uso de la fuerza. Basta señalar que la 
impunidad para todos los delitos que son denuncia-
dos a nivel nacional fue de 98.7% en 2007, lo que 
hace de México uno de los países con mayor impu-
nidad (cidac, 2009), mientras que 80% de los ho-
micidios quedaron impunes en 2008 (México 
Evalúa, 2009).

La situación es todavía más grave en algunas ciu-
dades pues, de acuerdo con un estudio del Consejo 
Nacional para la Seguridad Pública y la Justicia 
Penal, mientras que en 13 ciudades con los más al-
tos índices de violencia se cometieron 9 797 homici-
dios en 2010, sólo se reportaron 406 sentencias 

condenatorias, lo que implica una impunidad de 
96% (Reforma, 16 de enero de 2012). En lo que se 
refiere a la participación del Ejército en las labores 
de combate al crimen organizado, el informe de 
hrw señala que hasta mediados de 2010 se habían 
iniciado 3 671 investigaciones por violaciones de de-
rechos humanos cometidas por el Ejército, de las que 
sólo se habían obtenido 29 sentencias. Sin embargo, 
el secretario de la Defensa Nacional declaró en un 
informe presentado ante el Senado a finales de 2011 
que al momento había 167 militares indiciados, 89 
procesados, nueve sentenciados y 11 prófugos (El 
Universal, 10 de noviembre de 2011). Estos números 
contrastan con las 4 772 quejas por violaciones a 
derechos humanos contra el Ejército que había reci-
bido la cndh hasta 2010, lo que representa un incre-
mento de 400% si se compara con las 376 quejas 
recibidas durante 2007 y con las 1 644 de 2009.

Asimismo, la cndh reportó haber recibido 11 680 
quejas en total contra las secretarías de la Defensa 
Nacional, de Marina, de Seguridad Pública y de la pgr 
de diciembre de 2006 a diciembre de 2011. La mayo-
ría de las quejas son por tratos crueles, inhumanos  
o degradantes, irregularidades en cateos, detencio-
nes arbitrarias y violaciones a derechos de los mi-
grantes. La Comisión destacó que todos los días 
agentes federales y militares realizan en promedio 
tres cateos ilegales a domicilios de ciudadanos, aun-
que precisó que la cifra puede ser más elevada, pues 
este número corresponde sólo a los casos denuncia-
dos y la mayor parte de los casos no son denunciados 
(El Universal, 23 de diciembre de 2011; La Crónica de 
Hoy, 30 de noviembre de 2011).

En las más de 90 recomendaciones que la cndh 
ha dirigido a la Secretaría de la Defensa Nacional 
durante los últimos años, le ha solicitado adoptar, 
entre otras, las siguientes medidas: a) elaborar un 
reglamento que fije los protocolos del uso de la fuer-
za de los militares en operativos de seguridad públi-
ca, así como los de detención de civiles; b) cesar las 
detenciones arbitrarias, cateos ilegales y abusos de 
autoridad; c) emitir una directiva que regule el uso 
proporcional de la fuerza pública, contemplando los 



322 

saberes y razones	 Desacatos	 septiembre-diciembre 2012

principios de legalidad, necesidad y proporcionali-
dad; d) emitir una circular u ordenanza dirigida a 
los mandos superiores, medios y a los elementos de 
tropa para que se garantice que las personas que 
sean detenidas en los operativos no sean trasladadas 
a instituciones militares, sino que sean puestas de 
inmediato a disposición de la autoridad civil corres-
pondiente, y e) emitir instrucciones a efecto de que las 
fuerzas armadas, de forma inmediata, cesen las deten-
ciones arbitrarias bajo una supuesta ejecución de 
solicitudes de apoyo y colaboración en la investiga-
ción, localización y presentación formuladas por las 
autoridades ministeriales, y exijan la debida funda-
mentación y motivación a dichas autoridades.

Cabe señalar que la presencia de agentes del Estado 
en los operativos conjuntos para enfrentar a la de-
lincuencia organizada aparece, de acuerdo con 
Fernando Escalante (2011), como uno de los factores 
más claramente asociados al brutal incremento de la 
violencia que ha tenido lugar en el periodo 2008-
2010. Escalante argumenta que en los estados del 
noroeste donde hubo operativos conjuntos la tasa 
de homicidios se disparó en línea prácticamente 
vertical a partir del segundo año de los operativos. 
Si bien no deja de notar que las tasas han aumenta-
do en casi todo el territorio nacional, apunta que las 
más elevadas aparecen en los estados en que ha 
habido operativos conjuntos “de alto impacto” 
(Escalante, 2011).

Respecto de la violencia cometida por agentes del 
Estado, un estudio realizado sobre el tema en 
América Latina distingue tres tipos de violencia ejer-
cida por el Estado: 1) la que tiene lugar para enfren-
tar al delito y se ejerce dentro de los márgenes de la 
ley; 2) la que enfrenta al delito sobrepasando los 
marcos legales vigentes, por ejemplo, mediante la 
tortura o las ejecuciones extrajudiciales, y 3) la vio-
lencia de carácter abiertamente criminal ejercida 
por agentes del Estado que se valen de su investidu-
ra para cometer y encubrir actos criminales (Cruz, 
2010). La violencia criminal ejercida por el Estado 
en este último caso tiene a menudo su origen en es-
tructuras legales e ilegales que originalmente fueron 

creadas para combatir de manera extraordinaria al 
crimen organizado, pero que con el tiempo degene-
raron en mafias del crimen organizado tan violentas 
como los grupos que debían combatir. Se trata de 
grupos que no sólo van acumulando experiencia en 
la lucha contra el crimen, sino también conocimien-
to y conexiones que utilizan luego para cometer de-
litos (Cruz, 2010). Como ejemplo, en México puede 
citarse el caso de Los Zetas, grupo originalmente 
conformado por desertores del Ejército, o el de “La 
Línea”, creado por narcotraficantes que lograron 
controlar a la policía de Ciudad Juárez.

No es posible pasar por alto que si bien la violen-
cia criminal es causada por narcotraficantes, bandas 
del crimen organizado, pandilleros y ciudadanos 
comunes, hay otra parte importante que es provoca-
da por agentes del Estado. Pero el Estado y sus insti-
tuciones, de acuerdo con el estudio mencionado, no 
son actores corrientes en la dinámica de la violencia: 
no es lo mismo un asesinato cometido por un ciuda-
dano común que uno perpetrado por un policía, no 
es lo mismo una red de extorsión o secuestro condu-
cida por una banda del crimen organizado que una 
formada por policías, y no es lo mismo una opera-
ción de narcotráfico encubierta por una empresa que 
una protegida por un agente o un comando militar. 
La participación de agentes estatales en actividades 
delincuenciales amplía las repercusiones del delito, 
convierte a las instituciones en cómplices de la violen-
cia, reproduce la impunidad y mina la confianza de 
los ciudadanos, con lo que se afecta la legitimidad del 
régimen (Cruz, 2010).

De manera similar, otro estudio realizado por el 
International Centre for Science in Drug Policy 
(icsdp) —dedicado a reunir la información dispo-
nible basada en evidencia científica con el fin de re-
ducir los daños asociados a las políticas relacionadas 
con las drogas— analizó el impacto que los operati-
vos de combate a las drogas en diversos países han 
tenido sobre el incremento o la reducción de los ni-
veles de violencia. Contrario a lo que originalmente 
habían supuesto, el estudio demostró que 87% de las 
investigaciones que cuentan con evidencia científica 
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rigurosa muestran que los operativos han elevado 
los niveles de violencia y concluyen que la evidencia 
científica disponible apunta claramente a que multi-
plicar la intensidad de los operativos contra las dro-
gas no reduce, sino que incrementa los niveles de 
violencia (icsdp, 2010).

Mark Kleiman, desde la premisa de que la posibili-
dad de legalizar el comercio de drogas o de eliminar 
su consumo no parece estar cerca, advierte que lo 
más conveniente es adoptar políticas que reduzcan 
los daños ocasionados por las políticas de criminali-
zación. Apunta que el hecho de que la mayoría de 
los distribuidores no sean violentos genera una 
oportunidad estratégica, pues si los gobiernos se en-
focaran sólo en perseguir y llevar a prisión a los más 
violentos podrían obtener el doble beneficio de inca-
pacitar a quienes producen los daños más severos  

y disuadir al resto, no de distribuir drogas, sino de 
cometer actos de violencia. Políticas de este tipo po-
drían al menos reducir la violencia y el desorden 
(Kleiman, 2011: 98).

Al desarrollar este segundo argumento hemos in-
tentado mostrar que el saldo que ha dejado la violen-
cia delictiva, así como la provocada por las políticas 
que han pretendido combatirla, es muy grave tanto 
por el número y los daños sufridos por las víctimas 
directas —muertos, desaparecidos, secuestrados, 
heridos, incapacitados, desplazados, detenidos in-
justamente, extorsionados, etc.—, como por los 
ocasionados a las víctimas indirectas. En este último 
caso, los huérfanos, las viudas y otros familiares 
también han sufrido pérdidas y daños de todo tipo 
que no han sido visibilizados y cuyos efectos y con-
secuencias se agravan en la medida en que el Estado 

Detenciones a narcomenudistas en el Barrio de Tepito, ciudad de México, 2007.
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no ha reconocido su responsabilidad ni el derecho 
que les asiste.

Para concluir esta parte quisiera volver al texto de 
Scheper-Hughes y Bourgois. Ellos puntualizan que la 
violencia que cometen los militares y los cuerpos de 
seguridad suele considerarse como “legítima”, a dife-
rencia de aquellos actos que, siendo de la misma na-
turaleza, cometen quienes protestan o se rebelan y 
que suelen percibirse como “ilegítimos”. Es decir que 
ciertos actos pueden ser considerados gloriosos o 
depravados, dependiendo de la posición política de 
quien los ejecute o los califique. Los mismos actos 
pueden ser vistos como actos de mártires o de terro-
ristas, lo que sirve para recordarnos que es la cultura 
la que moldea las expresiones de la violencia, así 
como su exaltación o su condena (Scheper-Hughes 
y Bourgois, 2004: 2). Los autores destacan que en 
muchos casos los actos más violentos son conductas 
socialmente permitidas e incluso son alentadas o se 
les disfruta como un derecho o un deber moral.

En resumen, nuestro segundo argumento apunta 
a que la violencia que hoy padecemos no puede atri-
buirse sólo a las actividades de grupos delictivos, 
sino que al menos una parte de la responsabilidad 
de la situación imperante recae también sobre las 
instituciones y las políticas gubernamentales que 
han intentado contenerlos. Más aún, consideramos 
que los efectos que tiene la violencia cuando es ejer-
cida por autoridades que actúan al margen de la ley 
no pueden ni deben ser medidos sólo en términos 
cuantitativos, como suele hacerse cuando se arguye 
que son más los homicidios perpetrados por delin-
cuentes, puesto que acerca de éstos sabemos dónde 
están colocados y qué cabe esperar. En cambio, 
cuando son las autoridades las que pasan por enci-
ma de la ley los efectos son mucho más severos  
y corrosivos, ya que sus actos subvierten los princi-
pios en que se funda el pacto social, ponen en cues-
tión la legitimidad del poder, minan la confianza  
y la credibilidad de los ciudadanos y en último tér-
mino destruyen los cimientos que hacen posible la 
cohesión social.

La violencia de la exclusión

Si la libertad significa algo, es decirles  
a los demás lo que no quieren oír.

George Orwell (2001).

Una vez más, es el texto de Scheper-Hughes y 
Bourgois el que nos alerta acerca de que, mientras 
ciertos actos de violencia tienden a deslumbrarnos, a 
atraer nuestra atención, otros, en cambio, los pasa-
mos por alto puesto que forman parte de “la violen-
cia de todos los días”: la de la mortalidad infantil, la 
desnutrición, la enfermedad, la injusticia y la humi-
llación que tocan a los socialmente marginados con 
mucha mayor frecuencia. Éstas son formas de vio-
lencia no reconocidas, invisibles, puesto que las 
desigualdades estructurales tienden a ser “naturali-
zadas” (Scheper-Hughes y Bourgois, 2004: 2, 5). 
Nuestro tercer argumento sostiene que una de las 
raíces de la violencia que padecemos tiene que ver 
con la insuficiencia de políticas sociales y económi-
cas para reducir las desigualdades y las injustifica-
bles distancias y para promover la inclusión de 
amplios sectores, que cada día ven reducidas sus 
expectativas de desarrollo. Asimismo, ha hecho fal-
ta una mayor y mejor articulación e integración de 
las políticas sociales y económicas con las de seguri-
dad en torno a fines comunes capaces de generar un 
consenso social. En otros términos, como veremos 
más adelante, ha faltado lo que algunos analistas 
han denominado “un buen gobierno”, capaz de con-
quistar y conducir la confianza de los ciudadanos. 
En los términos en que alguna vez lo expresara 
Carlos Pascual:

La seguridad no puede ser un fin en sí mismo, sino 
que debe ser una condición que permita a las comu-
nidades lograr normalidad y prosperidad. […] Las 
familias que han sufrido altos grados de violencia o 
crimen buscan no sólo un ambiente más seguro, si-
no también mandar a sus hijos a buenas escuelas, via-
jar libremente y tener certeza laboral. Los programas 
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de seguridad deben estar integrados con programas 
sociales y económicos, y el éxito debe medirse con 
indicadores sociales, además de la reducción de la 
violencia y el crimen (Pascual, 2010: 10).

Algunos indicadores muestran que los déficit de las 
políticas sociales y económicas se han acumulado, lo 
que indudablemente ha contribuido a la expansión 
de los mercados informales e ilegales. Por ejemplo, el 
gobernador del Banco de México (Banxico) informó 
en enero de 2012 que mientras en nuestro país se re-
quiere generar un millón de empleos al año, durante 
ese año se crearían sólo la mitad de ellos si se lograba 
un ritmo de crecimiento de entre 3 y 4% (Banxico, 
2012). De igual modo, según la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) 
nuestro país ocupa el segundo lugar en desigualdad, 
puesto que el promedio de ingreso de 10% de la 
población más rica es 26 veces mayor que el ingreso 
de 10% de la población más pobre, cuando en otros 
países miembros la diferencia es de nueve veces 
(ocde, 2011).

De acuerdo con el informe de la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (cepal) 
“Panorama Social de América Latina 2011”, México 
y Honduras fueron los únicos países cuyas tasas de 
pobreza se elevaron, mientras que varios países lati-
noamericanos la redujeron de manera significativa. 
En el caso de México, la proporción de personas en 
situación de pobreza pasó de 34.8 a 36.3 entre 2008 
y 2010, en tanto que la de personas en situación de 
indigencia subió de 11.2 a 13.3%. A decir de Alicia 
Bárcena, secretaria ejecutiva del organismo, “la ta-
rea pendiente de México es la diversificación pro-
ductiva, ampliar más su posibilidad de inserción en 
cadenas globales de valor, potenciar su mercado in-
terno y mejorar la calidad del empleo” (Reforma, 30 
de noviembre de 2011).

Magdy Martínez-Solimán, representante del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(pnud), informó que en un año México perdió 23% 
en su nivel de desarrollo humano, al retroceder 15 
lugares en cuanto a la distribución de la riqueza (La 

Jornada, 3 de noviembre de 2011). Asimismo, de 
acuerdo con datos del inegi, el ingreso promedio 
de los hogares mexicanos cayó 12.3% en 2010 res-
pecto de 2008. Es necesario tener en cuenta otro da-
to, en particular para las ciudades fronterizas: de 
enero de 2008 a junio de 2011, los estados de la fron-
tera norte han recibido un promedio de 500 000 
mexicanos deportados por año y de 300 000 depor-
tados de otras nacionalidades en el mismo lapso. 
Esto significa que algunas ciudades reciben hasta 
200 personas deportadas diariamente (Reforma, 15 
de enero de 2011).

Todos estos datos son importantes puesto que, co-
mo muestra con claridad un estudio elaborado por 
el Banco Mundial (bm), la disparidad en el ingreso es 
un factor crucial para explicar los niveles de crimi-
nalidad. El estudio recoge una gran cantidad de da-
tos de distintos países que constatan que a mayor 
desigualdad, mayor será el número de homicidios 
dolosos y de robos (bm, 1998). De la misma manera, 
un estudio del Banco Interamericano de Desarrollo 
(bid) plantea que la explosión en los niveles de vio-
lencia en Latinoamérica tiene su origen en un con-
junto de factores complejos que operan en el nivel 
individual, familiar, comunitario y social, aunque la 
desigualdad es una de las constantes (bid, 1999).

Como lo había hecho notar el Informe Mundial 
sobre la Violencia y la Salud, existe una correlación 
entre violencia y desigualdad, no entre violencia y 
pobreza: los países más igualitarios tienen menores 
tasas de violencia (ops, 2003: 40). También un in-
forme del pnud había hecho hincapié en que no es 
lo mismo ser pobre en una sociedad parejamente 
pobre, que serlo en sociedades duales donde coexis-
ten niveles de vida como los de Ginebra y Burundi 
al mismo tiempo. La tensión que se genera en estas 
sociedades es muy alta y produce la sensación de 
que no hay un “juego limpio”, lo que repercute en la 
confianza que se deposita en las instituciones. Las 
grandes desigualdades son un destructor del capital 
social: crean desconfianza, cinismo, falta de interés 
en la asociatividad y apatía. A su vez, la falta de con-
fianza mina la legitimidad y reduce los márgenes de 
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gobernabilidad democrática. De ahí que el pnud 
recomiende crear las condiciones para que la socie-
dad esté convencida de que vive en un marco de 
“juego limpio” (pnud, 2007).

La exclusión de amplias capas de la sociedad, en 
particular de oportunidades de educación y em-
pleo, es otro factor que propicia manifestaciones de 
violencia. Es preciso tomar en cuenta que, de acuer-
do con el Consejo Nacional de Población (Conapo), 
3.7 millones de menores de 17 años no acudieron a 
la escuela en 2010 y 7 millones de jóvenes de 18 a 29 
años no estudiaban ni trabajaban. Otro estudio re-
ciente llevado a cabo en varias ciudades de nuestro 
país por la Comisión Nacional para Prevenir y 
Erradicar la Violencia Contra las Mujeres (cnpevm) 
destaca que los jóvenes carecen de estímulos para 

seguir estudiando porque no encuentran oportunida-
des de empleo calificado. Incluso la precarización de 
las ocupaciones en el sector formal constituye un ele-
mento de desaliento para ocuparse en ellas, por lo que 
los jóvenes optan por migrar o por insertarse en acti-
vidades informales o delictivas. De modo que en las 
nuevas generaciones ya no se concreta la trayectoria 
de obtener un certificado educativo-ingresar a un 
empelo formal-acceder a los beneficios de la seguri-
dad social-formar una familia (cnpevm, 2010: 9-10).

La inclusión de los jóvenes es un tema fundamen-
tal. La premisa básica, una de las más sólidas teorías 
del control social, es que aquellos que cometen ac-
tos delictivos lo hacen como resultado de los débi-
les vínculos que mantienen con la sociedad. Esta 
teoría sostiene que la mayoría de las personas 

Operativo de cateo en el Barrio de Tepito, ciudad de México, 2007.
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obedece las leyes, no por el temor a las sanciones 
que podrían eventualmente recibir, sino como resul-
tado de los lazos de afecto que los unen con aquellos 
que resultarían lastimados por sus actos, esto es, por 
el daño que el delito ocasionaría a sus expectativas 
para el futuro. De ahí que quienes tienen un débil 
lazo de apego hacia los otros o perspectivas limita-
das de alcanzar logros en el futuro son más propen-
sos a vivir el momento y a cometer delitos. El futuro 
no cuenta porque tiene un valor escaso para ellos 
(Hirschi, 2002).

Roberto Briceño-León, al analizar los niveles de 
violencia en América Latina, postula que hay un 
conjunto de factores permanentes que inciden sobre 
la violencia que tienen que ver con las condiciones 
sociales y económicas de la región y otro grupo de 
tipo circunstancial que se relaciona con la legitimi-
dad institucional, las condiciones políticas y el pacto 
social. Briceño-León observa que los logros más 
significativos se han obtenido cuando se ha conse-
guido intervenir en los factores que afectan la legiti-
midad institucional. Ello muestra que la violencia 
no es una condición irreversible. Se trata de condi-
ciones sociales y políticas que pueden ser alteradas 
para bien o para mal, como lo ilustran los casos de 
Colombia —al haber reducido sus niveles de violen-
cia— y de Venezuela —al haberlos incrementado— 
(Briceño-León, 2008).

Asimismo, otros estudios han señalado que la ca-
lidad de las condiciones de buen gobierno en un 
país, en cuanto al marco legal y las políticas que 
ofrecen protección social, es un factor determinante 
de los niveles de violencia. En particular, el grado en 
que una sociedad hace cumplir las leyes existentes 
sobre la violencia al detener y encausar a los delin-
cuentes puede actuar como factor disuasivo contra la 
violencia (ops, 2003: 41). Por ejemplo, en Sudáfrica 
un estudio mostró que, después del apartheid, la im-
punidad para los que habían cometido abusos contra 
los derechos humanos y la incapacidad de la policía 
de cambiar significativamente sus métodos han 
contribuido a un sentimiento generalizado de inse-
guridad y han incrementado el número de acciones 

extrajudiciales que hacen uso de la violencia 
(Aitchinson, citado en ops, 2003: 41). Por su parte, 
Carlos Flores anota:

el monopolio fáctico de la violencia sólo se hace tole-
rable cuando [el Estado] da muestras claras de pro-
teger al menos un umbral básico de intereses públicos 
y cuando los distintos elementos que integran la co-
munidad política no están sistemática y permanente-
mente excluidos de la posibilidad de beneficiarse de 
los recursos sociales disponibles (Flores, 2011).

De ahí que este autor sostenga que la violencia que 
observamos en México: 

no es sino la derivación más grave de un problema 
más profundo: la disfuncionalidad estructural de un 
Estado en el que sus premisas y mecanismos esencia-
les de funcionamiento se encuentran desprovistos de 
contenidos básicos de interés público (Flores, 2011).

En el mismo sentido, un estudio realizado por el 
Instituto Holandés para la Democracia Multipar-
tidaria hace notar que en muchos países y específica-
mente en América Latina se percibe cada vez más a 
los políticos y a los partidos como parte de las redes 
ilícitas y corruptas, lo que ha incrementado la des-
confianza pública hacia las instituciones estatales y 
ha dado como resultado “un menguante respeto 
para la autoridad y una menor legitimidad institu-
cional”. El estudio concluye que este problema plan-
tea desafíos, tanto para la seguridad como para el 
desarrollo y la consolidación democráticas, que son 
más agudos para los países con un nivel menor de 
desarrollo o que han atravesado situaciones de con-
flicto y que tienen menor capacidad para exigir la 
rendición de cuentas (Kavanagh, citado por Krujit, 
2011: 5).

El documento del Instituto Holandés considera 
que no existen Estados fallidos en América Latina, 
aunque sí áreas donde no hay un control efectivo 
estatal. En el caso de México, la fragilidad se puede 
medir por el cálculo aproximado de que el crimen 
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organizado tiene presencia y/o influencia en 50% de 
los municipios. Asimismo, por las estimaciones que 
indican que, en México, alrededor de 150 000 perso-
nas están directamente involucradas en el narcotráfi-
co y unas 500 000 se ganan la vida en sectores 
relacionados con las drogas, mientras que 23 000 jóve-
nes operan como el brazo armado de los cárteles. La 
impunidad es, por otra parte, uno de los problemas 
principales, ya que tiene como efecto deslegitimar la 
seguridad nacional y sus aparatos judiciales y peni-
tenciarios, proceso que también arrastra, como en 
una avalancha, a otros actores, como los partidos 
políticos o los movimientos sociales (Krujit, 2011: 9, 
23, 24). El mismo estudio destaca que no obstante 
que casi la mitad del personal del Ejército está direc-
tamente involucrado en la lucha antidrogas, la milita-
rización no produjo los resultados esperados, pues 
no hubo una clara reducción de los exacerbados ni-
veles de violencia; por el contrario, los operativos 
en manos del Ejército y otras fuerzas federales pa-
recen haber contribuido a intensificarlos (Krujit, 
2011: 26). De ahí que dicha investigación concluya:

es la política, y no el sistema militar ni la policía, la 
que debe determinar el peso relativo de los progra-
mas preventivos y las acciones represivas de la lucha 
antidrogas. Este autor está firmemente convencido 
de que la participación militar y policiaca y las prio-
ridades del sector judicial y el sistema penitenciario 
necesitan someterse al debate público y así formular 
las prioridades políticas para que las autoridades ci-
viles puedan tomar las decisiones acertadas (Kava-
nagh, citado por Krujit, 2011: 58).

Siguiendo el enfoque basado en la cohesión comu-
nitaria que ha propuesto Suhayla Bazbaz, la seguri-
dad tiene mucho más que ver con la construcción 
de lazos sociales fuertes y con el restablecimiento de 
la confianza entre gobierno y ciudadanos, que con la 
utilización de tecnologías para cerrar y vigilar los 
espacios públicos y privados (Bazbaz, 2011). No hay 
arsenal más valioso con que el Estado pueda contar 
que la confianza de los ciudadanos y la confianza se 
gana en la medida en que el Estado se someta a las 

normas y se aparte de los abusos y del uso discrecio-
nal del poder. En suma, lo que hemos sostenido en 
este tercer argumento es que las políticas del Estado 
han operado con base en una noción muy estrecha 
de seguridad que ha privilegiado el uso y el abuso de 
la fuerza, mientras que ha dejado de lado o no ha 
prestado la suficiente atención a los déficit, a los 
enormes rezagos socioeconómicos que han ido 
agrandando las distancias entre los sectores socia-
les, lo que ha estimulado la desconfianza y profun-
dizado conflictos que han exacerbado la violencia.

Conclusiones

Lo terrible cuando se busca la verdad, es que  
se le encuentra. Se la encuentra y ya no se es libre  
ni de seguir la pendiente del medio que nos rodea  

ni de aceptar los lugares comunes y corrientes

Susan Sontag (2004: 38).

Como lo han hecho notar Scheper-Hughes y Bourgois, 
los antropólogos hemos sido reluctantes a ocupar-
nos de la violencia, a documentarla con nuestro 
trabajo. Hemos preferido mirar para otra parte y 
preservar nuestra cómoda posición de observadores 
de fenómenos que nos coloquen en una posición 
menos difícil. Hemos sido, también, demasiado len-
tos, demasiado reflexivos para ocuparnos de acon-
tecimientos políticos que toman tal velocidad, que 
solemos quedarnos atrás, rebasados, desbordados. 
Sin embargo, subrayan estos autores, debemos reac-
cionar ante las verdades a medias en nombre de las 
cuales la violencia suele escalar y dirigirse, casi 
siempre y de manera abrumadora, en contra de los 
jóvenes de los barrios bajos (Scheper-Hughes y 
Bourgois, 2004: 4).

Lo que hemos intentado en este trabajo es —ade-
más de recoger y poner sobre la mesa de debate los 
argumentos que los especialistas en seguridad han es-
grimido para explicar el escalamiento de la violencia 
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en nuestro país— incorporar la dimensión social sin 
la cual, nos parece, la seguridad no puede ser sino 
parcialmente comprendida. Nuestra propuesta ha 
sido mirar el problema de la violencia a la luz de los 
vínculos sociales que se tejen en las comunidades y 
que hacen posible la participación de contingentes 
cada vez más numerosos en actividades delictivas, 
toda vez que previamente otras formas de violencia 
han sido toleradas, ignoradas, pasadas por alto. 
Hemos mencionado el abandono por parte de insti-
tuciones del Estado de funciones sustantivas que 
debieron haber desempeñado para prevenir, aten-
der y sancionar otras formas de violencia que fue-
ron ignoradas o toleradas y que, al no recibir la 
respuesta que requerían en su momento, nos han 
condenado hoy a tener que enfrentar sus efectos 

acumulados. Hemos llamado la atención sobre otras 
deficiencias de las instituciones del Estado que, al 
intentar contener a la delincuencia, han incurrido 
en abusos que las colocan como agentes de la violen-
cia y de la transgresión, con la consecuente pérdida 
de legitimidad y confianza de los ciudadanos. Hoy 
lidiamos con espirales de violencia difíciles de con-
tener, cuyas repercusiones habremos de padecer du-
rante muchos años. Lo que hemos intentado, en 
suma, es avanzar en el trayecto de hacer visibles los 
procesos sociales, económicos y políticos que están 
en la base y son el fundamento de los inaceptables 
niveles de violencia que padece nuestro país.

En resumen, en el presente trabajo hemos desa-
rrollado tres argumentos que consideramos impor-
tantes para explicar los actuales niveles de violencia 

Corporaciones policiacas realizan cateos en “El Hoyo”, en Iztapalapa, ciudad de México, 2008.
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que tenemos en México. En el primero nos referi-
mos a la existencia de formas de violencia que han 
existido de tiempo atrás, que no se relacionan direc-
tamente con las actividades de grupos de delincuen-
cia organizada y que han sido toleradas, incluso 
ignoradas, y cuyos efectos acumulados, sumados a 
otros factores coyunturales que las han agravado, 
han contribuido al actual escalamiento de la violen-
cia. Hemos denominado las formas de violencia que 
comprenden, entre otras, el maltrato a los niños, los 
abusos sexuales, los feminicidios o la violencia que 
tiene lugar en instituciones, las “violencias de siem-
pre”. Al exponer el segundo argumento nos referimos 
al debilitamiento y a la descomposición, que tampo-
co han recibido una respuesta apropiada, de las insti-
tuciones de seguridad y procuración de justicia, que 
cuentan con capacidad escasa para investigar los de-
litos y procesar a los responsables, lo que ha traído 
como consecuencia un incremento de la impunidad, 
que a su vez ha propiciado un crecimiento exponen-
cial de la criminalidad en general y de la violencia en 
particular. Hemos agrupado estas formas de violen-
cia —que acaparan la atención, dominan el escenario 
e impiden ver el sustrato del que se alimentan— bajo 
el nombre la “violencia de hoy”. En el desarrollo de 
nuestro tercer argumento nos hemos referido a la 
insuficiencia de las políticas sociales y económicas, 
que no han logrado reducir las desigualdades y pro-
mover la inclusión de amplios sectores que cada día 
ven disminuidas sus expectativas de desarrollo. 
Hemos apuntado también que las políticas sociales y 
económicas requerirían de una mayor y mejor articu- 
lación e integración con las políticas de seguridad en 
torno a fines comunes. Hemos insistido en que la vio-
lencia de la desigualdad es estructural y ha sido nor-
malizada, pero no por ello ha dejado de tener efectos 
que se manifiestan en los actuales niveles de violencia 
exacerbada que hoy se viven en nuestro país.

Haber puesto el acento en estos tres argumentos 
no implica que desechemos o desestimemos otros 
factores que también pueden haber contribuido a la 
escalada de violencia. Particularmente importantes 
son aquellos de carácter local que imponen sellos 

específicos a la violencia que no nos habría sido po-
sible mencionar en este espacio con su diversidad y 
sus matices. Sin embargo, de manera intencional 
hemos querido colocarnos fuera del escenario en el 
que los actores que dominan son las bandas delin-
cuenciales y las corporaciones de policía, mientras 
que la trama suele una y otra vez referirse a los en-
frentamientos o bien a la complicidad que impide 
distinguir a unos de otros y que invariablemente cul-
mina con el saldo en el número de muertos que la 
puesta en escena del combate ha arrojado. En este 
sentido, hemos preferido mirar el fenómeno hacien-
do intervenir a otros actores o a los mismos pero 
vistos desde el seno de la familia donde crecieron y 
en la que posiblemente fueron sujetos de malos tra-
tos, abusos o negligencia, o desde el seno de la comu-
nidad que, como sujeto de políticas oficiales, también 
cuenta en su haber con algún cúmulo de abusos, 
deficiencias o la falta de respuesta a sus necesidades. 
Me interesaba mostrar el resultado de esta última 
trama y hacer evidentes los vínculos que, como he 
intentado sostener, es posible trazar entre las “violen-
cias de siempre” a las que nos hemos acostumbrado 
y la “violencia de hoy” en la que nos sentimos en-
trampados. Esta puesta en escena muestra a un 
Estado debilitado que, sin embargo, se equivoca 
cuando acude al uso intensivo de la fuerza para recu-
perar su vitalidad cuando la mejor apuesta residiría 
en fortalecer los vínculos y la cohesión sociales que, 
precisamente, se han visto desgastados tras el uso y, 
sobre todo, los abusos, de la fuerza.
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